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RESUMEN 

 

El Sr. Cristopher Alexander Cárdenas Pucha se encuentra pasando la pensión 

alimenticia a la Sra. Flor María Yépez Cajo, por haber procreado una hija  con la antes 

mencionada, que es menor de edad y que además sufre de parálisis cerebral desde su 

nacimiento; pero a raíz de la pandemia pierde el trabajo fijo y pasa a ser jornalero, 

donde hay días en los que tiene trabajo y otros no; además de ello tiene una nueva carga 

familiar; razón por la cual plantea una rebaja de pensión alimenticia dado que 

cambiaron sus circunstancias de   vida y no puede continuar cancelando las pensiones 

asignadas con anterioridad. 

 

La petición de rebaja de pensión alimenticia genera la causa Nº 02332-2018-00324, 

dentro del proceso Civil, siendo la materia: familia, niñez y adolescencia,  proceso   

SUMARIO y la acción o delito corresponde a  rebaja de pencion alimenticia  que se la 

tramita en la Unidad Judicial Multicompetente de San Miguel de Bolívar; donde se 

sigue el proceso que desemboca en una Audiencia Única, en la que se trata de resolver 

el conflicto; misma que se da el 9 de marzo de 2020, lográndose la correspondiente 

conciliación, razón por la cual la Jueza de la Unidad resuelve favorablemente la rebaja 

de pensión alimenticia a ochenta dólares americanos que se pagarán a partir de la fecha 

de la resolución. 

 

Esta resolución no fue comunicada por escrito a las partes, y como la pandemia obligó 

el cierre de instituciones de todo tipo por orden del gobierno, se remota el trabajo en la 

Unidad Judicial Multicompetente en el mes de junio y el día 8 de este mes, la Jueza 
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dispone se notifique a las partes procesales, de que se se tomó la decisión de rebajar la 

pensión alimenticia a ochenta dólares americanos y que entrará en vigencia a partir de 

esta fecha, en la que se notifica a cada una de las partes procesales. 

 

Cuando el demandante a través de su abogado solicita una aclaración de fechas, para 

saber en definitiva desde cuándo debe pagar la pensión alimenticia con la respectiva 

rebaja, esta petición es denegada por considerarla improcedente por parte de la Jueza de 

la Unidad Judicial. Lo que motiva la investigación, por considerar que este cambio en 

las fechas, afecta al demandante, ya que no se cumple con el debido proceso; cuando se 

debió notificar a las partes en las veinticuatro horas después de tomada la primera 

resolución. Ya que asi  lo estipula el COGEP.en el Art. 79 inciso 7 
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GLOSARIO DE TÉRMINOS 

 

Alimentador: Persona que por disposición legal debe depositar la pensión alimentaria 

para sus vástagos. 

Audiencia: Actuación formal de un juez o tribunal que se realiza ante las partes del 

proceso y el público. Ocasión para aducir razones o pruebas que se ofrece a un 

interesado en juicio o expediente. 

Confinamiento: Aislamiento temporal y generalmente impuesto a una población, una 

persona o un grupo por razones de salud o de seguridad.  

Debido proceso: conjunto de derechos y garantías constitucionales y legales que 

preservan o tutelan al procesado dentro de una acción penal, para defenderse y evitar 

que los operadores de justicia se extralimiten en la aplicación del Derecho Procesal 

Penal. 

Derecho procesal: Conjunto de normas que regula el proceso judicial, es decir que, 

regula los requisitos, el desarrollo y los efectos del proceso. 

Deterioro: Empeoramiento del estado, calidad, o valor de una cosa. 

Discapacidad congénita: Se manifiesta desde antes del nacimiento ya sea producida 

por un trastorno ocurrido durante el desarrollo embrionario, o como consecuencia de un 

efecto hereditario. 

Impugnación: Interponer un recurso contra una resolución judicial. No estar de acuerdo 

con una providencia, auto o sentencia dictada por el juzgador. Significa combatir, 

contradecir o refutar. 
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Jornalero: Personal que trabaja a jornal, por el salario de un día; especialmente en el 

campo. 

Manutención: Acción de mantener a una persona, proporcionándole el alimento o lo 

necesario para vivir. 

Multicompetente: Unidad Judicial que debe conocer sobre procedimientos ordinarios, 

sumario, ejecutivo, monitorios, penales generales, violencia contra la mujer y la familia, 

adolescentes infractores, entre otros. 

Notificación: Acto jurídico por el cual se comunica legalmente a una persona una 

resolución judicial para que actúe procesalmente en el juicio mediante los actos que la 

ley pone a su disposición. 

Reducción de mensualidad: Bajar la cantidad de dinero que debe pagar mensualmente 

por orden judicial para la manutención de los hijos. 

Resolución judicial: Acto procesal proveniente de un tribunal, mediante el cual 

resuelve las peticiones de las partes, autoriza u ordena el cumplimiento de determinadas 

medidas. 

Seguridad jurídica: Principio del derecho universalmente reconocido, que se basa en la 

certeza del derecho, tanto en el ámbito de su publicidad como en su aplicación; y que 

significa la seguridad de que se conoce, o puede conocerse, lo previsto como prohibido, 

ordenado o permitido por el poder público. 

Sumario: Cuando el tribunal resuelve con limitación de conocimientos sobre una 

cuestión teniendo las partes sus posibilidades limitadas de alegación o prueba, sin que la 

sentencia impida un juicio plenario ulterior. 

Violación del debido proceso: Sucede cuando se practican pruebas inconstitucionales y 

solo en el evento que la irregularidad en materia probatoria sea de carácter sustancial da 

lugar a la nulidad del acto administrativo. 
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SIGLAS 

 

COGEP: Código Orgánico General de Procesos 

CONA: Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia 

IESS: Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social 

SUPA: Sistema Único de Pensiones Alimenticias 
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INTRODUCCIÓN 

 

Desde la época de los romanos se consideró que en un proceso judicial se podía 

incumplir con alguno de los pasos, los trámites o los tiempos y que ello con lleva la 

afectación de una de las partes procesales, razón por la cual tomaron muy en cuenta el 

cumplimiento del debido proceso, como una forma de garantizar la aplicación correcta 

de la ley, para aplicar justicia en base a derecho y las normas legales vigentes. 

 

Con el transcurrir del tiempo, este aspecto del debido proceso en el desarrollo de un 

trámite jurídico fue validándose, hasta llegarlo a considerar como un derecho que tienen 

las partes procesales, de exigir a la autoridad que imparte justicia, para evitar ser 

afectados y que los niveles inferiores del sistema judicial tomen decisiones por su 

cuenta, creando normativas legales paralelas, con el fin de demostrar el poder de la 

burocracia y de la autoridad, en la resolución de conflictos que pueden presentarse entre 

las personas en la sociedad. 

 

De no cumplirse con alguno de los pasos del proceso o no tomar en cuenta los plazos y 

términos establecidos se estima que se está violando el debido proceso y que este 

incumplimiento afecta la seguridad jurídica que plantea la Constitución de la República 

del Ecuador; porque se irrespeta la disposición constitucional y por ende el derecho que 

tienen las partes procesales de que se cumpla con el debido proceso. 
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CAPÍTULO I. 

 

1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA. 

 

1.1. PRESENTACIÓN DEL CASO 

 

El señor Cristopher Cárdenas Pucha por resolución judicial se encuentra pasando la 

manutención de una niña, que  tuvo con la Sra. Flor María Yépez; pero a raíz del 

confinamiento dispuesto por el gobierno nacional por motivo de la pandemia de 

COVID-19 dejó de tener un trabajo fijo y empezó a trabajar como jornalero, lo que 

redujo notablemente sus ingresos; a ello hay que agregar que no todos los días 

encuentra trabajo y su situación económica es muy difícil; porque además tiene una 

nueva hija en otro compromiso, razón por la cual pide a la autoridad competente la 

reducción de la mensualidad; y el 9 de marzo de 2020 la jueza competente toma la 

decisión en forma oral de aceptar el pedido de reducción del valor de la mensualidad de 

cientos dos dólares a ochenta dólares. 

 

La causa civil motivo de análisis es la que tiene relación con el planteamiento de 

rebaja de pensiones de parte del alimentador con causa Nº 02332-2018-00324 y  cuyo 

proceso civil se llevó a cabo en la Unidad Judicial Multicompetente con sede en el 

cantón San Miguel de Bolívar siendo la materia: familia, niñez y adolescencia, su 

proceso es  SUMARIO y la acción o delito corresponde a la rebaja de pencion 

alimenticia. Una vez seguido los pasos correspondientes la autoridad competente emite 

en audiencia única de forma  oral sobre el tema tratado con fecha 9 de marzo de 2020 a 

las 11h48; posteriormente en la notificación que envía la Juez del caso señala que la 
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reducción corresponde desde la fecha de la resolución que la declara y que la misma en 

consecuencia se ejecuta desde el 8 de junio del 2020 a partir de las 9h57, lo que pone en 

evidencia la violación al debido proceso y por consiguiente el irrespeto a la seguridad 

jurídica que está establecida en la Constitución de la República. 
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1.2. OBJETIVOS DEL ANÁLISIS O ESTUDIO DE CASO 

 

Objetivo general  

 Investigar si realmente se viola el debido proceso y se irrespeta la seguridad 

jurídica consagrada en la Constitución de la República al no cumplir con uno 

de los principios del debido proceso en el caso que se investiga. 

 

Objetivos específicos 

 Investigar la legislación con relación al caso 02332-2018-00324 que se sigue por 

rebaja de pensión. 

 Examinar de forma jurídica las decisiones tomadas por la juez dentro del 

proceso en el caso 02332-2018-00324, por rebaja de pensión. 

 Determinar si en el proceso 02332-2018-00324 se violó el debido proceso, 

afectando a la seguridad jurídica consagrada en la Constitución de la República. 
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CAPÍTULO II. 

2. CONTEXTUALIZACIÓN DEL CASO. 

 

2.1. ANTECEDENTES DEL CASO 

 

El Sr. Cristopher Alexander Cárdenas Pucha procrea una niña con la Sra. Flor María 

Yépez Cajo, quien sigue el juicio de alimentos al Sr. Cárdenas para la manutención de 

la niña; pero, cómo la situación económica del padre de la niña se ha deteriorado porque 

no percibe ningún tipo de sueldo y solo obtiene un salario cuando puede lograr trabajar, 

solicita la rebaja de la pensión; aquí la demandada se opone y aduce discapacidad 

congénita de la niña y falta de trabajo de la madre; razón por la cual reclama se 

mantenga dicha pensión y se lleve a cabo la liquidación de la misma, por retrasos en los 

pagos. 

 

Hay que destacar que en el acta de audiencia se indica de forma clara que las partes 

quedan notificadas verbalmente desde el 9 de marzo de 2020 a las 11h48; pero 

posteriormente se redacta una notificación que envía la Juez del caso, donde se repasa 

todo el desarrollo del proceso y la conciliación de las partes y señala que la reducción 

corre desde la fecha de la resolución que la declara y que la misma en consecuencia se 

ejecuta desde el 8 de junio del 2020 a partir de las 9h57. 

 

Son estas decisiones, que en esta caso son dos tomadas,  por la autoridad de justicia, 

las que motivan el estudio del presente caso; porque ya existe una primera notificación 

el 9 de marzo del 2020 y se debía enviar la información a las partes en el transcurso de 

veinticuatro horas, de acuerdo a lo que dispone el Código Orgánico General de Procesos 
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en su (inciso 7, Art. 79, Capítulo V del COGEP), pero luego aparece una nueva 

notificación donde se determina que la rebaja rige a partir del 8 de junio del 2020. 

El Código Orgánico General de Procesos con respecto a la notificación señala lo 

siguiente: “la sentencia debe ser notificada con el solo pronunciamiento oral de la 

decisión, los términos se notificaran a partir de la sentencia o del auto escrito”. (Inciso 

7, Art. 79, Capítulo V, Código Orgánico General de Proceso)  Así también con 

concordancia del mismo código dice que: “las providencias judiciales deberán de ser 

notificadas dentro de las 24 horas siguientes a su pronunciamiento”. (Inciso 1, Art. 65, 

Capítulo V, Código Orgánico General de Proceso 

 

 

2.2. FUNDAMENTACIÓN TEÓRICA DEL CASO 

 

Para poder realizar el estudio del presente caso es muy importante determinar la 

existencia de dos variables, la primera que corresponde al debido proceso y la segunda 

que hace referencia a la seguridad jurídica consagrada en la Constitución de la 

República. 

  

2.2.1 El Debido Proceso. 

 

Hay muchos estudios sobre este tema y en consecuencia diversas 

conceptualizaciones, que están relacionadas con el pensamiento, la ideología y la 

formación de quienes las elaboran. Así se considera al debido proceso como: “Un 

derecho fundamental y complejo, tiene el carácter de instrumental y tiene numerosas 

garantías de las personas, por lo que constituye la mayor expresión del derecho 

procesal, que se encuentra en la Constitución, se reconoce como derecho de primera 
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generación” (Agudelo, 2005). Siguiendo a este mismo autor encontramos que el debido 

proceso integra estos aspectos: 

 

a) El derecho fundamental al Juez como director, exclusivo, natural, competente, 

independiente  e imparcial. 

b) El derecho fundamental a la audiencia o a ser oído en igualdad de condiciones con 

respecto a los otros participantes y en términos razonables. 

c) El derecho fundamental a la forma previamente establecida en la ley procesal. 

d) El derecho fundamental a que el proceso procese únicamente el aspecto procesal  

con ajuste al derecho sustancial ya existente (p. 92). 

 

Por su parte Jaime Santos referido por Bedón (2016) con respecto al debido proceso 

señala: 

Garantía ciudadana de carácter constitucional que se aplica a todo tipo de procesos, 

se considera un principio jurídico procesal o primordial, porque toda persona tiene 

derecho a garantías mínimas, con el fin de asegurar un resultado justo además de 

equitativo dentro del proceso con el fin de tener la oportunidad de ser oído y exigir 

que sus pretensiones también valgan (p. 12) (Bedón, 2016). 

De acuerdo a  De La Rosa (2016) con respecto al origen del término “el debido 

proceso” señala: 

Que se reconoció en la Carta Magna de 1215, firmada por el Rey Juan sin Tierra a 

pedido de los barones ingleses; cuando Eduardo III realiza la revisión de la Carta 

Magna en 1354 presenta el concepto de due process (debido proceso) para 

reemplazar a la ley del reino. El estatuto 28 de esa época indicaba que ningún 

hombre podía ser retirado de su hogar por ningún concepto, ni tampoco puesto en 
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prisión o darle muerte si no es la respuesta a un debido proceso en el que se 

escuchaba a las partes y se daba el desahogo  de las pruebas; es decir que se cumplía 

con escuchar antes de condenar, proceder luego de haber investigado un hecho y que 

se juzga después de haber seguido un proceso judicial (p. 63) (De La Rosa, 2016) 

 

Según Ramírez (2018) el debido proceso comprende algunos derechos como son: 

El derecho a la jurisdicción, el derecho al juez natural, el derecho a la defensa, el 

derecho a un proceso público, el derecho a la independencia del juez, así como el 

derecho a la prueba. Así mismo se debe considerar el principio de publicidad en el 

debido proceso, que se lo puede realizar de dos maneras: ya sea con la notificación a 

las personas involucradas o administrativa de las decisiones tomadas. Deja en claro 

que la notificación es un acto material de comunicación para poner en conocimiento 

de las partes las decisiones tomadas por la autoridad pública; porque se busca 

garantizar el conocimiento de la existencia y desarrollo del proceso, con el fin de 

asegurar a los involucrados los derechos de: defensa, contradicción e impugnación. 

Es decir que se legaliza el inicio, desarrollo del accionar para legitimar las decisiones 

que se toman y amparar el ejercicio pleno de las garantías sustanciales y procesales. 

Destaca que la notificación es el elemento esencial del debido proceso que puede ser 

realizada por correo electrónico o correo físico (p. 21, 24). (Ramírez, 2018) 

 

2.2.2 Constitución de la República 

 

La Constitución de la República es la Carta Magna del país en la que se definen las 

normas que regirán la vida del Estado y las interrelaciones sociales, que sirven a su vez 

de base para la elaboración de las diferentes leyes; en el caso de Ecuador la 



23 
 

Constitución tiene como característica garantizar los derechos de las personas, grupos y 

pueblos; de allí que en su Título II se refiere exclusivamente a los diferentes derechos 

que deben ser respetados y la justicia debe velar por su fiel cumplimiento. 

 

El Capítulo octavo corresponde a los derechos de protección y en su Art. 75 señala 

que “las personas tienen derecho a acceder gratuitamente a la justicia así como a la 

protección efectiva, imparcial y libre de sus derechos y de sus intereses de acuerdo a los 

principios de inmediación y celeridad, nunca podrá quedar en indefensión” (Asamblea 

Nacional, 2008). 

 

Por su parte el Art. 76 determina los derechos y obligaciones que aseguren el derecho 

al debido proceso, donde se plantean como garantías las siguientes:  

A la autoridad judicial o administrativa le corresponde garantizar que se cumpla con 

las normas y derechos de las partes; presumir la inocencia de las personas y mientras 

no se declare la responsabilidad a través de resolución o sentencia ejecutoriada debe 

ser tratada como inocente; no se puede juzgar ni sancionar por acto o por omisión si 

al cometerlo no se encuentra tipificado en la ley como si fuera infracción penal, 

administrativa o de cualquier naturaleza, como tampoco se puede aplicar sanción no 

prevista en la Constitución o en una ley. Solamente se juzga a la persona ante un juez 

o autoridad competente y cumpliendo el trámite propio del procedimiento; (…) 

también están algunas garantías entre las que se destaca: nadie puede ser privado del 

derecho a la defensa; debe presentar ya sea en forma verbal o escrita las razones y 

replicar argumentos de las otras partes, así como presentar pruebas y contradecir a 

los contrarios; la persona debe ser juzgada por una jueza o un juez que sea 

independiente, imparcial y competente; las resoluciones deben ser motivadas y se 
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puede recurrir al fallo o la resolución durante el procedimiento en lo que tenga que 

ver con sus derechos (Asamblea Nacional, 2008) 

 

De igual forma encontramos en el Art. 169 de la Constitución de la República la 

siguiente explicación: “En las normas procesales se consagran principios como la 

simplificación, eficacia, inmediación, uniformidad, celeridad y economía procesal para 

hacer efectivas las garantías del debido proceso” (Asamblea Nacional, 2008) 

 

Así mismo, el Código Orgánico de la Niñez y la Adolescencia (CONA) en su Art. 

257 con respecto a la garantía del debido proceso señala: “los procedimientos judiciales 

sustanciados al amparo del Código Orgánico General de Procesos a las personas se 

asegura la inviolabilidad de la defensa, contradicción, impugnación, inmediación, 

derecho a ser oído y demás garantías del debido proceso” (Asamblea Nacional, 2015). 

 

2.2.3 Seguridad jurídica 

 

Según los estudios realizados por Fabián Corral y los respectivos análisis de las 

disposiciones legales, es importante tomar en cuenta lo que dice el Art. 82 de la 

Constitución de la República de 2008, que señala: “El derecho a la seguridad jurídica se 

fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas 

previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes” (Asamblea 

Nacional, 2008). 

 

 

Por ello Corral acota: 
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La seguridad jurídica, tema de certeza frente al poder. Tiene vinculación con la 

legalidad (vigencia de la norma e irretroactividad), sin embargo, como valor social, va 

más allá; es el derecho humano, irrenunciable e intangible, a contar con sistema 

normativo, conducta judicial y prácticas administrativas, estables, previsibles, 

motivadas, claras y, eficaces. 

 

Un factor de inseguridad es la distorsión del ordenamiento jurídico por la constante 

emisión de disposiciones inferiores (actos administrativos, resoluciones de organismos 

de control, interpretaciones, etc.), en oposición a principios y normas constitucionales y 

legales, hasta crear un verdadero mundo normativo paralelo en el que fundamenta su 

poder la burocracia (Corral, 2019). 

 

Arrazola (2014) en un artículo donde presenta su trabajo titulado el concepto sobre 

seguridad jurídica dentro del principio que rige este tema señala: 

El principio de seguridad jurídica implica, por un lado, la certeza del derecho en 

cuanto al conocimiento de cuáles serán las normas aplicables en un caso concreto y, 

por otro lado, algún grado de seguridad en cuanto  a la interpretación uniforme que 

jueces y tribunales darán a dichas normas, de tal forma que tenga realización el 

principio de igualdad ante la ley, es decir, que ante situaciones de hechos similares 

debe seguir pronunciamientos jurisdiccionales similares (Arrazola, 2013) 
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2.3. Preguntas de investigación 

 

1.- ¿Conoce los fines del debido proceso en la sustanciación de un trámite judicial? 

 

2.- ¿El debido proceso cumple con la seguridad jurídica que promueve la Constitución 

de la República? 

 

3.- ¿Considera que los plazos establecidos para el cumplimiento de las diferentes etapas 

del proceso son parte del debido proceso? 

  

4.- ¿Una vez tomada la decisión por parte de la autoridad competente a través de 

resolución o sentencia, debe ser comunicada en los plazos establecidos? 

 

5.- ¿De no comunicarse oportunamente las resoluciones o sentencias se afecta a las 

partes en sus intereses? 

 

6.- ¿Si no se notifica con la celeridad del caso a las partes de las resoluciones tomadas 

se está violando el debido proceso? 
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7.- ¿La violación al debido proceso se constituye en el irrespeto a la seguridad jurídica 

consagrado en la Constitución de la República? 

 

8.- ¿Considera que se debe exigir el cumplimiento a los administradores de justicia del 

cumplimiento de los pasos en los tiempos establecidos? 

 

CAPÍTULO III.  

3. DESCRIPCIÓN DEL TRABAJO INVESTIGATIVO REALIZADO 

 

3.1. Redacción del cuerpo del caso 

 

Inicio de la causa: 

 

El caso analizar empieza desde que el señor  Cárdenas Pucha Cristopher Alexander 

presenta la demanda de incidencia de rebaja de pensión alimenticia, de acuerdo con los 

Arts. 32 y 42 de la Ley Reformatoria del Código  de la Niñez y la Adolescencia, Título 

V, Capítulo I, publicado en el Registro Oficial  N 643  de fecha 28 de julio de 2009; en 

razón de que las circunstancias económicas han cambiado sustancialmente y no tiene 

sueldo alguno,  ya que vive del jornal, en estos días hay trabajo y días que no hay. 

 

Además a la presente fecha tiene dos cargas familiares, siendo una de ellas la niña de 

dos años a la que pasa los alimentos de conformidad con la copia certificada y de quien 

pide la rebaja por la escuálida economía y que es muy limitada. Para el efecto y 

basándose en el anuncio de pruebas de conformidad con el Art. 158 y siguientes del 

Código Orgánico General de Procesos presenta las siguientes pruebas: copia de cédula 



28 
 

de ciudadanía y certificado de votación del actor, dos partidas de nacimiento de sus 

hijos; Alexandra Valentina Cárdenas Yépez y Josué Alexander Cárdenas Tamame; una 

copia certificada de la Resolución Judicial Nº 02332-2018-00324  de fecha 31 de agosto 

de 2018, en la que consta el pago a favor de su hija Alexandra Valentina Yépez Cajo, la 

cantidad de ciento ocho dólares Americanos con cincuenta y cuatro centavos (US. 

108,54); certificado de afiliación Cesante del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social 

(IESS) y Certificado de no pertenecer al Servicio Público.; plantea como procedimiento 

a seguirse el que está determinado en el Art. 332 del Código Orgánico General de 

Procesos, es decir, el de Sumario; y pide que se cite a la demandada Flor María Yépez 

Cajo a través del Departamento de Citaciones de la Unidad Judicial en el sector de 

Tangará, vía a Lourdes, en casa de bloque con cerca de cerramiento, en el cantón San 

Miguel, provincia de Bolívar, siendo el lugar a indicar y dar todas las facilidades del 

caso al señor Agente Citador. 

 

La Jueza de la Unidad Judicial Multicompetente del cantón San Miguel de Bolívar 

avoca conocimiento del incidente de disminución de pensión alimenticia presentada por 

el Sr. Cárdenas Pucha Cristopher Alexander, en contra de la Sra. Yépez Cajo Flor María 

porque cumple con los requisitos legales generales y especiales que se encuentran 

establecidos en los Art. 142 y 143 del Código Orgánico General de Procesos; y se 

admite a trámite el procedimiento sumario de acuerdo con el Art. 332 numeral tres del 

mencionado código; razón por la cual se debe citar a la demandada señora Yépez Cajo 

Flor María con la copia de la demanda y el presente auto en el lugar señalado por el 

actor incidental en su demanda; además de prevenirle a la accionada de la obligación de 

señalar la casilla judicial y el correo electrónico para las notificaciones, conforme a lo 

que dispone el Art. 66 del Código Orgánico General de Procesos. La demandada tiene 
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diez días para presentar su contestación, de acuerdo con los Art. 151 y 333 numeral tres 

de la ley antes referida, debiendo anunciar las pruebas respectivas de conformidad con 

el Art. 152 Ibidem y de no comparecer se procederá en rebeldía. 

 

Se señala también que la diligencia de audiencia única se señalará oportunamente 

como lo establece el Art. 333 numeral 4, inciso segundo Ibidem. Finalmente se agrega 

al proceso los documentos que adjunta el actor a su demanda, como prueba documental,  

y que serán sustentados en la Audiencia Única. Se aclara que los valores por concepto 

de pensión alimenticia que fueron fijados dentro de la causa principal, se seguirán 

cancelando conforme a lo establecido en la resolución que fija dicha pensión hasta que 

se resuelva el presente incidente. 

 

Para el efecto se notificará a la Sra. Yépez Cajo Flor María para que responda a los 

planteamientos presentados por el Sr. Cárdenas Pucha Cristopher Alexander en el 

tiempo de diez días; una vez realizado este trámite, se pide la respectiva aclaración a los 

dichos presentados por la acusada; porque no se refiere a lo planteado. Ya que debe 

anunciar los medios probatorios para sustentar su contradicción, precisando toda la 

información que sea necesaria para su actuación. Motivo por el cual se le concede tres 

días y se le advierte  de tenerla por no presentada en caso de que incumpla conforme lo 

dispone el Art. 156 de la norma citada. Esta parte del proceso es nulitada posteriormente 

por la Juez, en razón se que se notifica a otra persona, que nada tiene que ver con la 

demandada en la rebaja de pensión alimenticia.  

 

Una vez rectificados los nombres de la acusada se procede a notificarla como 

legalmente corresponde, para que responda a los planteamientos del demandador. Se 
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señala también como fecha para la Audiencia única el  09 de marzo de 2020 a las 8H30, 

debiendo comparecer las partes personalmente, sin perjuicio de los casos determinados 

en el Art. 86 del Código Orgánico General de Procesos y bajo las prevenciones que se 

coligen del Art. 87 Ibidem. Esta audiencia tendrá dos fases, la primera de saneamiento, 

fijación de los puntos de debate y conciliación; y la segunda, de prueba y alegatos 

debiendo las partes contar con todos los medios de prueba anunciados con la debida 

oportunidad. 

 

La demandada Yépez Cajo Flor María a través de escrito presentado por su defensor 

se opone a la rebaja de pensión, para el efecto se apoya en el Art. 151 del COGEP para 

responder, que recibe la pensión de su hija de 2 años y 5 meses, que padece de parálisis 

cerebral desde su nacimiento y que a pesar de la edad que tiene no puede caminar y 

tiene que recibir permanente atención médica, que además como madre se encuentra sin 

trabajo y no percibe ingresos mensuales por ningún concepto y que lo probará de 

acuerdo a la disposición del Art. 169 del COGEP, además de que el padre adeuda 

algunos meses de pensiones; para el efecto agrega la partida de nacimiento de la menor, 

el certificado médico en el que se consigna la parálisis cerebral de la niña desde su 

nacimiento y una certificación del Seguro Social en el que indica que no está afiliada a 

la Seguridad Social; razones más que suficientes para oponerse a la rebaja de la pensión 

alimenticia de la menor. Pero la juez señala que la contestación está como no 

presentada. 

 

AUDIENCIA DE JUICIO 

La Audiencia Única se lleva a cabo en la fecha y hora establecida, es decir el 09 de 

marzo de 2020 a las 8H30 con la presencia de los actores y durante la conciliación la 
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demandada señala que ha variado sus circunstancias, razón por la cual la decisión o 

resolución del juzgador es la siguiente: “resuelve se declara con lugar la presente 

demanda rebaja de pensión alimenticia, por existir una conciliación entre la partes, 

señor Cárdenas Pucha Cristopher Alexander en contra de Yépez Cajo Flor María, 

fijando por cantidad la pensión alimenticia a favor de la menor en la cantidad de 

ochenta dólares 00/100 más los beneficios de ley. 

 

Por su parte la decisión o resolución del Juez es la siguiente: una vez escuchadas a 

las partes al existir una conciliación y al pronunciamiento en una manera libre y 

voluntaria y por sus propios derechos en aplicación de lo que disponen los artículos 75, 

76.1, 169 y 190 de la norma Constitucional, artículo 23, 26 y 77 del Código Orgánico 

de la Función Judicial, Art. 8 innumerado del Código Orgánico de la Niñez y 

Adolescencia, del Art. 332 del Código Orgánico General de Procesos se resuelve, se 

declara con lugar la presente demanda rebaja de pensión alimenticia, por existir una 

conciliación entre  la parte actora señor Cárdenas Pucha Cristopher Alexander en contra 

de Yépez Cajo Flor María fijando la cantidad por pensión alimenticia a favor de la 

menor Alexandra Valentina Cárdenas Yépez, en la cantidad e ochenta dólares 00/100 

más los beneficios de le  y, la pensión alimenticia rige a partir de la presente resolución 

como lo dispone el Art. Innumerado 8 del CONA; envíese al señor pagador de la 

Unidad Judicial. 

 

Sentencia ratificatoria de la reducción de pensión alimenticia. 

 

La juez de la Unidad Judicial Multicompetencias de San Miguel de Bolívar, el día 

lunes 8 de junio de 2020 a las 9H57 señala que una vez que la Función Judicial se 
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reporta al trabajo después de haber pasado la emergencia sanitaria, avoca conocimiento 

de la presente causa para continuar con el trámite dentro de la causa 02332-2018-00324 

que sigue Cristopher Alexander Cárdenas Pucha en contra de la Sra. Flor María Yépez 

Cajo mediante formulario único para pedir la disminución de pensión alimenticia a su 

favor, argumentando la variación de las circunstancias y hechos que sirvieron de base 

para la fijación de la pensión alimenticia, tomando en cuenta la tabla de pensiones 

alimenticias. 

 

La demanda se basa en los Art. 44, 45, 69.1.5, 83.16,  de la Constitución de la 

Repúblicas; Art. 27, 29, 30, 31 de la Convención sobre los derechos del Niño; Art.  20, 

26 del Código de la Niñez y Adolescencia e Innumerados 2, 4, 5, 6, 15, 16 Ibidem. Por 

ello solicita se ordene la rebaja de la pensión  alimenticia conforme a la tabla de 

pensiones alimenticias. De allí que se admite la causa al procedimiento sumario según el 

Art. 323.3 del COGEP y una vez realizada la Audiencia única se resuelve de acuerdo a 

las siguientes consideraciones: la suscrita Jueza de la Unidad Judicial Multicompetente 

de San Miguel es competente para conocer el resolver la presenta causa; la validez del 

proceso, porque el debido proceso es un derecho constitucional consagrado en el Art. 76 

de la Constitución de la República que buscan cautelar un proceso justo y libre de 

arbitrariedades en las instancias judiciales; ya que todo Administrador de Justicia debe 

aplicar las garantías básicas del debido proceso, porque su desconocimiento acarrea 

vulneración de derechos constitucionales.  

 

Al ser operadora de justicia es garante del cumplimiento de la Constitución y del 

ordenamiento jurídico y debe realizar todas las acciones necesarias para el 

cumplimiento; no se puede anular la causa porque existe el debido proceso y se 
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considera el procedimiento fijado para definir la pensión alimenticia  como lo 

manifiesta el Art. 333.4 del COGEP. Solicita la disminución de pensión alimenticia que 

recibe la Sra. Flor María Yépez Cajo en representación de su hija Alexandra Valentina 

Cárdenas Yépez, de conformidad con lo que determina la tabla de pensiones 

alimenticias. Se toma en cuenta el Art. 69.1 de la Constitución de la República sobre la 

responsabilidad de los padres para cuidar de los hijos, así como la protección integral de 

los derechos de sus hijos e hijas; así mismo el Art. 83.16 Ibidem que dice: asistir, 

alimentar, educar y cuidar a las hijas e hijos es corresponsabilidad de los padres en igual 

proporción; se considera también que el alimentar es obligación consustancial de los 

progenitores y por consiguiente es un derecho de los niños, niñas y adolescentes; se 

señala que no solo es la alimentación sino también las otras necesidades como 

vestimenta, vivienda, etc. 

 

En tal virtud se convoca a Audiencia única a las partes procesales según lo determina 

el Art. 333 del COGEP, señalando que son dos fases la primera de saneamiento, fijación 

de puntos en debate y la conciliación, y la segunda de pruebas y alegatos. La 

conciliación de acuerdo al Art. 190 de la Constitución de la República es un 

procedimiento alternativo para la solución de conflictos, porque procura que las partes 

lleguen a un acuerdo y pongan fin al litigio; se acuerda en la Audiencia proceder a fijar 

la nueva pensión alimenticia tomando en cuenta las cargas familiares presentadas por el 

accionante incidental, para ello se considera la remuneración básica unificada de los 

trabajadores en general y la tabla de pensiones alimenticias mínimas, lo que es aceptado 

por la suscrita; porque el accionante demuestra tener dos hijos, está cesante o sin trabajo 

y proceden a fijar la nueva pensión alimenticia en ochenta dólares americanos.  
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Se aclara que el acuerdo llegado por las partes no muestra renuncia de derechos 

como tampoco pugna con norma constitucional o legal alguna; se considera que el Art. 

172 de la Constitución manda a los jueces a administrar justicia con sujeción a la 

Constitución, a los instrumentos internacionales, los derechos humanos y la ley. En tal 

virtud la Jueza de la Unidad Judicial Multicompetente de San Miguel de Bolívar 

fundamentada en los Art. 11, 44, 45, 69.1, , 5 y Art. 83.16; Art. 175 y 190 de la 

Constitución de la República y Art. 3, 9, 18, 24, 31 de la Convención sobre los derechos 

del Niño; Art. 11, 100, 102 del Código de la Niñez y Adolescencia e Innumerados 2, 4, 

5, 14, 15 de la Ley Reformatoria del Código de la Niñez y Adolescencia resuelve 

aceptar en todas las partes la conciliación a la que llegaron los sujetos procesales y fija 

la nueva pensión alimenticia en la cantidad de ochenta dólares americanos, además de 

las dos pensiones adicionales y surtirá efecto a partir de la presente fecha en que se dicta 

la resolución. 

 

Peticiones 

 

El abogado patrocinador de Cristopher Alexander Cárdenas Pucha solicita a la Jueza 

que disponga el Sr. Liquidador Pagador de la Unidad Judicial registre la rebaja de 

pensión alimenticia en el Sistema Único de Pensiones Alimenticias (SUPA) porque 

todavía se refleja la cantidad sin rebaja. 

 

Así mismo el abogado patrocinador del señor Cristopher Alexander Cárdenas Pucha 

solicita a la Jueza una aclaración en razón de que el lunes 9 de marzo de 2020 a las 

8H00 se realizó la Audiencia Única de rebaja de pensión alimenticia y en la resolución 

verbal ordena se proceda a dicha rebaja a partir de la presente resolución. En 
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Providencia del 8 de junio de 2020 en la parte resolutiva de la sentencia de incidente de 

rebaja resuelve aceptar en todas sus partes la conciliación a la que llegaron los sujetos 

procesales y fija   la nueva pensión alimenticia de ochenta dólares americanos más las 

dos pensiones adicionales que se paguen desde la presente resolución; por lo que suplica 

se aclare la fecha desde la que surte efecto el incidente de rebaja. Ante este pedido la 

petición es negada  porque la Jueza de la Unidad Judicial Multicompetente la considera 

como  improcedente, dando de esta manera al incumplimiento de lo que estipula el  

(Inciso 7, Art. 79, Capítulo V, Código Orgánico General de Proceso). 

 

Respuestas a las preguntas planteadas 

Luego de haber concluido con el análisis del presente caso, responderé las preguntas 

planteadas.  

 

1.- ¿Conoce los fines del debido proceso en la sustanciación de un trámite judicial? 

 

Las personas entrevistadas responden que si conocen los fines del debido proceso en 

la sustanciación de un trámite judicial, porque está dispuesto por la Constitución de la 

República, así como por el Código Orgánico General de Procesos, porque el 

incumplimiento del debido proceso afectará notablemente a una de las partes, 

violentando sus derechos y produciendo afectación en la consecución de sus intereses 

personales. Además, es lo primero que se toma en cuenta en la sustanciación de un 

proceso judicial, para que ninguna de las partes procesales resultaren afectadas en sus 

derechos. 
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2.- ¿El debido proceso cumple con la seguridad jurídica que promueve la Constitución 

de la República? 

 

La Constitución de la República es muy clara al respecto, porque en su Art. 76 señala 

que se debe seguir el debido proceso con el fin de evitar cualquier abuso o afectación a 

una de las partes procesales por parte de los administradores de justicia; y es lo que 

primero se tiene en cuenta dentro de un proceso judicial, y lo que se reclama cuando no 

se cumple con este debido proceso; porque hay etapas que se deben cumplir forma 

secuencial, además de que existen términos o fechas establecidas oportunamente en las 

disposiciones legales vigentes para el cumplimiento de cada uno de los pasos que se 

sigue en la resolución de un conflicto. 

 

3.- ¿Considera que los plazos establecidos para el cumplimiento de las diferentes etapas 

del proceso son parte del debido proceso? 

 

Están de acuerdo en señalar que si, que los plazos que se establecen para cada una de 

las etapas del proceso judicial son parte del debido proceso, ya que debe existir la 

suficiente agilidad para la realización de los diferentes trámites, para no obstaculizar el 

desarrollo del proceso y permitir que se avance hacia una nueva etapa o fase, con el fin 

de lograr generar una resolución o sentencia lo más pronto posible. 

 

4.- ¿Una vez tomada la decisión por parte de la autoridad competente a través de 

resolución o sentencia, debe ser comunicada en los plazos establecidos? 
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De la misma forma en que se establecen plazos para el cumplimiento de cada una de 

las etapas, también hay fechas o tiempos para comunicar las resoluciones o sentencias 

que implementa un juez o jueza, a fin de que se dé cumplimiento a la misma con la 

debida oportunidad, para evitar afectar a cualquiera de las partes procesales. 

 

5.- ¿De no comunicarse oportunamente las resoluciones o sentencias se afecta a las 

partes en sus intereses? 

 

Indiscutiblemente se afecta a una de las partes, que por lo general es la parte 

demandante; y en el tema que se investiga, si hay afectación al demandante, puesto que 

debe continuar pagando la pensión alimenticia asignada inicialmente durante varios 

meses más, a pesar de que pide la rebaja por no contar con los recursos económicos y 

tener una carga familiar más. 

 

6.- ¿Si no se notifica con la celeridad del caso a las partes de las resoluciones tomadas 

se está violando el debido proceso? 

 

Estiman que si se afecta al debido proceso cuando no se notifica con la celeridad del 

caso, puesto que hay plazos establecidos y que se deben cumplir en las fechas 

correspondientes, para no alterar la secuencia del procedimiento, ni que se alargue en el 

tiempo la toma de una decisión que permita resolver el conflicto que se está tratando. 

 

7.- ¿La violación al debido proceso se constituye en el irrespeto a la seguridad jurídica 

consagrado en la Constitución de la República? 
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Si la Constitución de la República considera que se debe cumplir con el debido 

proceso, por ser un derecho, y dentro de este debido proceso está el cumplimiento de las 

fechas y plazos establecidos, entonces se puede colegir que, cuando no se cumple con 

estos tiempos se está afectando la seguridad jurídica de las personas y por ende se 

irrespeta la Constitución, que es la Carta Magna de nuestro país y de la que se derivan 

las demás leyes. 

 

8.- ¿Considera que se debe exigir el cumplimiento a los administradores de justicia del 

cumplimiento de los pasos en los tiempos establecidos? 

 

Es fundamental que se cumplan con los plazos establecidos, porque de lo contrario se 

están tomando decisiones inconstitucionales por parte de los administradores de justicia, 

que parecería que crean nuevas disposiciones paralelas, con el fin de demostrar el poder 

que tiene la burocracia y principalmente quienes administran justicia. 
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CAPÍTULO IV. 

 

4. RESULTADOS 

 

4.1. RESULTADOS DE LA INVESTIGACIÓN REALIZADA 

 

Una vez culminado el proceso de investigación del presente caso Nº 02332-2018-

00324 se obtienen los siguientes resultados: 

 

En el desarrollo de la Audiencia Única se logra la conciliación de las partes, es decir 

que la demanda acepta la propuesta de rebaja de pensión alimenticia para su hija, por los 

motivos que aduce el demandante, como: el tener dos cargas familiares como lo 

certifican las respectivas partidas de nacimiento; el no contar con un trabajo estable, 

como lo determina el certificado del IESS, pues gana un diario como jornalero, y no 

todos los días hay trabajo. 

 

La Audiencia Única se lleva a cabo el 9 de marzo de 2020 a las 8H00 y al darse la 

conciliación la Jueza de la Unidad Judicial Multicompetnete de San Miguel de Bolívar, 

toma la decisión de aceptar la rebaja y fija la nueva pensión alimenticia en ochenta 

dólares americanos, según fs. 103, se determina que rige a partir de la presente 
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resolución y para ello se basa en el Art. Innumerado 8 del CONA. Se consideraba que a 

partir de esta resolución entraría en vigencia la reducción de la pensión alimenticia. 

 

Con fecha 8 de junio de 2020 según fs. 104 se presenta la resolución por escrito en la 

que la Jueza de la Unidad Judicial Multicompetente de San Miguel de Bolívar señala 

que avoca conocimiento de la causa y luego del análisis jurídico correspondiente 

resuelve aceptar la petición de rebaja de pensión alimenticia y determina que entrará en 

vigencia a partir de la presente fecha. Es decir que de alguna forma existen dos fechas 

en las que se considera y resuelve favorablemente la rebaja de pensiones alimenticias 

que solicita Cristopher Alexander Cárdenas Pucha. 

 

El demandante a través de su abogado patrocinador solicita por medio de un escrito 

la correspondiente aclaración, con respecto a la fecha en que realmente entra en 

vigencia la rebaja de pensión alimenticia, pero es denegada la petición por parte de la 

Jueza de la Unidad Judicial multicompetente de San Miguel de Bolívar. 

 

4.2. Impacto de los resultados investigados 

 

La presente investigación en el estudio de caso es de gran impacto jurídico y social; 

en el primer caso porque se determina con precisión todos aquellos elementos que 

constituyen el debido proceso y que deben ser cumplidos como lo establece la 

normativa; especialmente en lo que tiene que ver con el tiempo y plazos establecidos 

para la realización de determinadas acciones y trámites; porque de la demora en la 

entrega de información a través de las notificaciones, se generan afectaciones a la parte 

demandante, como ocurre en el presente caso; ya que debió continuar pagando los 
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valores establecidos con anterioridad; hasta que la autoridad de justicia vuelva a 

notificar por escrito y que lo llevó a cabo con otra fecha; que según lo dispuesto se 

constituía en el punto de partida de los nuevos pagos. 

 

En cuanto tiene que ver con el impacto social, las personas involucradas en un 

proceso judicial viven una situación de tensión mientras se llevan adelante todas las 

etapas y esperan conocer las decisiones finales y sentencias para tomar una 

determinación o dar por concluido el tiempo que dura el procedimiento; lo que genera 

tranquilidad emocional, seguridad económica y bienestar a nivel personal y familiar.  

 

También, de ser necesario se pueden llevar a cabo gestiones o informar a los 

abogados para que se exija el cumplimiento del debido proceso, con el fin de garantizar 

la aplicación efectiva y oportuna de las disposiciones legales; en el estricto 

cumplimiento de los procedimientos y plazos establecidos. 
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CONCLUSIONES DE LA INVESTIGACIÓN 

 

En la investigación se llega a determinar que si realmente se produce la violación al 

debido proceso en el       momento en que se genera una notificación verbal en una fecha 

determinada y luego de transcurrido un buen tiempo se vuelve a notificar por escrito a 

las partes, de esta manera se irrespeta la seguridad jurídica consagrada en la 

Constitución de la República al no cumplir con uno de los principios del debido proceso 

en el caso que se investiga. 

 

El debido proceso busca salvaguardar los intereses de las partes en base a las pruebas 

que se presentan razón por la cual hay que respetar todos y cada uno de los principios 

del debido proceso para que tenga la efectividad y oportunidad deseada; pero si no se 

cumplen con los plazos establecidos, quien reclama con derecho una modificación a la 

sentencia termina siendo afectado por las notificaciones a destiempo, cuando hay una 

norma legal que establece plazos a cumplir. 
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